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INFORME SECRETARIAL. En Bogotá D.C., a los veinticinco (25) días del mes de 
mayo del año dos mil veintitrés (2023), pasa al Despacho del Señor Juez el 
PROCESO ORDINARIO No. 110013105032-2023-00101-00, informando que el 
presente asunto fue remitido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca -
Sección Segunda - Subsección “F” por falta de competencia. Sírvase Proveer.   

 
 

MARCELO ORLANDO PIÑEROS HERREÑO 
Secretario 

 
AUTO S –  

 
JUZGADO TREINTA Y DOS LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

 
Bogotá D.C., trece (13) de junio de dos mil veintitrés (2023) 

 
Visto el informe secretarial que antecede el Despacho dispone:  
 
El señor CARLOS ENRIQUE HERRERA RÍOS demandó a la SECRETARÍA 

DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL, con el fin de que, de manera principal, 
se declare la existencia de un vínculo laboral entre el demandante y la demandada 
entre los años 2013 y 2016 (véase folios 4 y 5 Archivo 02. demanda y anexos), 
refiriendo que la vinculación entre las partes se dio “… a través del uso indebido de 
la figura “CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS así: …” (Hecho 1 de la 
demanda). 
 
Ahora bien, la Honorable Corte Constitucional en Auto 492 del 11 de agosto de 2021, 
ponencia de la Dra. Gloria Stella Ortiz Delgado, fijó una regla específica para los 
eventos en que se demanda la existencia de una relación laboral, presuntamente 
encubierta a través de la sucesiva suscripción de contratos de prestación de servicios 
con el Estado, considerando que la competencia está establecida en la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. Así dijo la Corte: 
 
“(iii)  El tipo de controversia planteada cuestiona la legalidad de los contratos de prestación 

de servicios celebrados por una entidad pública y la validez de un acto administrativo. 
Ello, habida cuenta de que los fundamentos fácticos y jurídicos de la demanda, así 
como sus pretensiones, se refieren a la eventual existencia de un vínculo laboral con 
el Estado, con base en la aparente celebración indebida de sucesivos contratos de 
prestación de servicios entre el demandante y el municipio demandado. El actor 
manifestó que se desempeñó como celador para el municipio de Tumaco, por más de 
10 años, vinculado continuamente mediante contratos de prestación de servicios. 
Asimismo, hizo referencia a las condiciones de prestación personal y permanente del 
servicio, remuneración y dependencia o subordinación, elementos esenciales dirigidos 
a demostrar la presunta relación de trabajo entre las partes.  

 
Además, previamente al trámite judicial, el peticionario agotó el procedimiento 
administrativo (vía gubernativa) e intentó un acuerdo conciliatorio con el ente 
territorial, sin obtener respuestas favorables a su reclamación administrativa[66]. En 
consecuencia, promovió el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
en contra el municipio de Tumaco, con el propósito de que se declare la nulidad del 
acto administrativo que “rechaz[ó] y neg[ó] la existencia del contrato realidad y pago 
de las prestaciones solicitadas” [67], y que se condene al demandado al pago de las 
acreencias laborales reclamadas conforme a los decretos leyes y reglamentarios que 
establecen las condiciones de los empleados públicos del nivel territorial.  

 
En suma, la controversia formulada por el actor es propia de los asuntos que se 
debaten ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. De una parte, la 
legalidad de los contratos de prestación de servicios celebrados que, en criterio del 
demandante, encubren una relación laboral. De otra, la nulidad de los actos que 
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negaron la existencia de dicha situación y el consecuente restablecimiento de sus 
derechos.  

 
(iv)  La revisión de contratos de prestación de servicios de naturaleza estatal corresponde 

a la jurisdicción contencioso administrativa. Lo que resulta relevante para definir la 
jurisdicción competente en estos casos es la naturaleza no laboral del contrato de 
prestación de servicios suscrito entre los particulares y las entidades del sector 
público, “para desarrollar actividades relacionadas con la administración o 
funcionamiento de la entidad […] solo […] cuando dichas actividades no puedan 
realizarse con personal de planta o requieran conocimientos especializados […] y por 
el término estrictamente indispensable”, en los términos del numeral 3° del artículo 
32 de la Ley 80 de 1993. Esto en la medida en que lo que se propone es el examen de 
la actuación de la Administración, es decir, la revisión de contratos de carácter estatal 
para determinar, con base en el acervo probatorio, si se celebró un contrato de 
prestación de servicios o si, por el contrario, se configuró realmente una vinculación 
laboral.  

 
De manera que la jurisdicción habilitada por el ordenamiento jurídico para efectuar 
dicha labor es la de lo contencioso administrativo, de conformidad con el artículo 104 
del CPACA, que establece que aquella “está instituida para conocer (…) de las 
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las 
entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa” y de 
asuntos “relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea parte 
una entidad pública o un particular en ejercicio de funciones propias del Estado”.  

 
(v)  En los casos en los que se discute el reconocimiento de un vínculo laboral con el Estado 

no es posible aplicar la misma regla que se utiliza para definir la autoridad judicial 
que conoce de las controversias suscitadas entre los trabajadores oficiales o empleados 
públicos y el Estado. Lo anterior conlleva la necesidad de que la Sala Plena se aparte 
del precedente que, en su oportunidad, desarrolló la Sala Disciplinaria del Consejo 
Superior de la Judicatura. Es claro que corresponde a la jurisdicción ordinaria el 
conocimiento de los procesos laborales en los que son parte trabajadores oficiales y a 
la jurisdicción contencioso administrativa aquellos relacionados con la vinculación 
legal y reglamentaria de los empleados públicos. En efecto, cuando existe certeza de la 
existencia de un vínculo laboral y no se discute que había una relación de 
subordinación entre la entidad pública y el trabajador o empleado, resulta válido 
definir la jurisdicción competente para conocer de estos asuntos con base en las 
funciones que dice haber ejercido el empleado o trabajador (criterio funcional) y la 
entidad a la cual se encontraba vinculado (criterio orgánico), para establecer si se trata 
de un trabajador oficial, que puede ejercitar la acción laboral ante la jurisdicción 
ordinaria del trabajo, o de un empleado público, caso en el cual la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo es la que debe definir el asunto.  

 
Sin embargo, esta regla no puede ser aplicada cuando el objeto de la controversia es, 
precisamente, el reconocimiento del vínculo laboral y el pago de las acreencias 
derivadas de la aparente celebración indebida de contratos de prestación de servicios 
con el Estado pues, en estos casos, se trata de evaluar i) la actuación desplegada por 
entidades públicas en la suscripción de ii) contratos de naturaleza distinta a una 
vinculación laboral. Adicionalmente, la única autoridad judicial competente para 
validar si la labor contratada corresponde a una función que “no puede realizarse con 
personal de planta o requiere conocimientos especializados” es el juez contencioso.  

 
(vi)  Examinar, aun preliminarmente, las funciones desempeñadas por los contratistas del 

Estado para definir la competencia, constituye un examen de fondo de la controversia. 
Adicionalmente, la Sala considera que determinar si las funciones desempeñadas por 
los contratistas del Estado a través de vínculos contractuales simulados 
correspondían a las de un trabajador oficial o a las de un empleado público implica 
realizar un examen de fondo del asunto. Esta labor no le corresponde al juez encargado 
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de definir la jurisdicción competente, pues esto conduce a pronunciarse sobre la 
existencia de una relación laboral que es, justamente, lo que se pretende con la 
demanda y lo que debe demostrarse en el curso del proceso. En todo caso, este tipo de 
asuntos solo pueden ser decididos por el juez contencioso administrativo que es el 
facultado para evaluar las actuaciones de la Administración.  

 
En este sentido, la evaluación preliminar de la calidad del demandante como 
trabajador oficial o empleado público supone que la jurisdicción competente para 
resolver el litigio se encuentra en debate durante toda la controversia. En efecto, si el 
factor que define la jurisdicción es el tipo de vinculación que materialmente 
desempeñaba el servidor, es claro que dicha condición solo puede determinarse con 
certeza en la sentencia[68]. En contraste, la solución adoptada por la Corte 
Constitucional implica que la jurisdicción no se cuestionará permanentemente dentro 
del trámite, pues ella se define por la existencia de un contrato de prestación de 
servicios estatal inicial, respecto del cual se denuncia su posible desnaturalización, lo 
que ubica este asunto dentro de la competencia de la jurisdicción contenciosa.  
 
Ahora bien, en el caso concreto, si en gracia de discusión se “revisara 
preliminarmente” la posible asimilación de las labores desempeñadas por el 
demandante para intentar ubicarlas en las que corresponden a un empleado público o 
a un trabajador oficial, se correría el riesgo de exponer al actor equivocadamente ante 
una jurisdicción que no tiene competencia para conocer de este tipo de asuntos, con 
la consecuente pérdida de oportunidad para adelantar el trámite judicial de su 
reclamación. De hecho, en casos en los que se ha pretendido acudir ante la jurisdicción 
ordinaria para obtener el reconocimiento de acreencias laborales que corresponden a 
entes territoriales por personas que prestan servicios de vigilancia y celaduría, las 
autoridades de la especialidad laboral han absuelto a las entidades accionadas, en la 
medida en que no se logra probar la calidad de trabajadores oficiales de los 
demandantes pues dichas labores no tienen relación directa con “la construcción y el 
sostenimiento de obras públicas”[69].  

 
(vii)  De conformidad con lo expuesto, la Corte aplicará la cláusula especial de competencia 

derivada del artículo 104 del CPACA. Esto por cuanto se reclama la existencia de un 
vínculo laboral con el Estado, presuntamente camuflada en sucesivos contratos de 
prestación de servicios. De este modo, se concluye que los asuntos en los que no cabe 
duda acerca de la existencia de una relación de trabajo se diferencian notoriamente del 
tipo de controversias en las que se debate la existencia de dicho vínculo. Es decir, 
aquellas que tienen por objeto definir si el servidor público fungió como trabajador 
oficial o empleado público, como la que en esta oportunidad estudia la Sala. Lo 
anterior, dado que: 

 
a)  En sentido estricto, lo que se discute es la validez del acto administrativo mediante el 

cual la Administración da respuesta a la reclamación del contratista y, junto con esto, 
la legalidad de la modalidad contractual utilizada con el fin de obtener el 
reconocimiento y pago de los mismos derechos y acreencias laborales de los servidores 
públicos de planta.  

 
b)  El fundamento de las pretensiones se estructura en un contrato de prestación de 

servicios estatal.  
 
c)  Únicamente el juez contencioso administrativo es el competente para validar si la 

labor contratada corresponde a una función que “no puede realizarse con personal de 
planta o requiere conocimientos especializados”, en los términos del artículo 32 de la 
Ley 80 de 1993.  

 
d)  El objeto mismo del proceso consiste en establecer si se configuró un vínculo laboral 

a través de contratos de prestación de servicios, lo que implica un juicio sobre la 
actuación de la entidad pública.”.  
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En virtud de anterior, y en la medida que el presente proceso fue repartido 
inicialmente al JUZGADO CUARENTA Y NUEVE ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ SECCIÓN SEGUNDA, el cual profirió 
sentencia el 15 de diciembre de 2021, siendo objeto de apelación por la parte 
demandante, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN “F” mediante providencia de fecha 21 de 
febrero de 2023 resolvió declarar la nulidad del fallo y la falta de jurisdicción y 
remitir las presentes diligencias a los Juzgado Laborales de la ciudad de Bogotá, y 
advirtiéndose la incompetencia para avocar conocimiento de la presente acción, se 
impone remitir las presentes diligencias a la HONORABLE CORTE 

CONSTITUCIONAL, como autoridad competente para resolver el conflicto 
suscitado entre las diferentes jurisdicciones.  
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Treinta Y Dos Laboral Del Circuito De Bogotá 
D.C.  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: PLANTEAR EL CONFLICTO NEGATIVO DE COMPETENCIA al 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN “F”, atendiendo para ello lo expuesto en el cuerpo de esta decisión.  
 
SEGUNDO: REMITIR las presentes diligencias a la HONORABLE CORTE 

CONSTITUCIONAL, para lo de su competencia.  
 
TERCERO: Por secretaría procédase con la elaboración del respectivo oficio y la 
remisión de las presentes diligencias. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

 

 

 

 


